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Aportes respecto a "cómo ampliar y diversificar los mecanismos y programas de regularización para mejorar la protección de los derechos humanos de los migrantes".  
SIN FRONTERAS IAP, MÉXICO 
 
1. Experiencias de las personas migrantes en situación irregular; vulnerabilidades previas y posteriores a la migración. 

Una gran parte de la población en movilidad humana en México, comienza sus desplazamientos forzados porque huyen de conflictos armados o persecución y/o discriminación por motivos de religión, nacionalidad, género, pertenencia a un grupo social específico, o bien, se desplazan por efectos del cambio climático u otros desastres adversos. De igual forma, y muchas veces como consecuencia de estas situaciones, hay quienes migran por la falta de oportunidades, buscando empleos y mejores condiciones de vida. El riesgo que corren las personas con necesidad de protección internacional que buscan refugio en México, pero que por determinación de la COMAR —tomando en cuenta todas las implicaciones que este proceso conlleva—, no les es otorgado el reconocimiento. Por ende, al obtener una resolución negativa, las vías de regularización a través del INM, a la que la población con necesidad de protección internacional es acreedora, se ven limitadas. Cabe señalar que, en 2021, la Comisión recibió una cantidad récord de solicitudes, posicionando a México como el tercer país del mundo en recibir más solicitudes de asilo.1 En relación a este escenario, desde Sin Fronteras IAP, en México detectamos como eje toral que, dadas las políticas restrictivas en Estados Unidos a inicio de año, se ha hecho a un “mal empleo” del derecho humano a solicitar asilo, donde este es considerado como ultima ratio como un mecanismo para obtener documentos que permitan el tránsito en territorio mexicano, sabiendo que el principal objetivo es ingresar a territorio de Estados Unidos. Destacamos el hecho de que la comunidad migrante en tránsito hacia los países del norte, a menudo carecen de opciones para regularizar su estancia en México y esto les posiciona en una situación de mayor vulnerabilidad. 
Otro escenario recurrente es, por un lado, la falta de información accesible sobre los trámites de regularización migratoria a los que la población tiene derecho, además de las pocas opciones y supuestos para poder acceder a ellos. A esto se suman los elevados montos que se deben realizar para cumplir con los pagos de derechos que establece la ley con motivo de obtener un documento migratorio; montos que usualmente son inasequibles para la mayoría de los migrantes (recordemos que en gran medida migran por razones económicas y con el propósito de encontrar empleo y seguridad). 
Todas estas experiencias, también están permeadas de hostilidad por parte de algunas autoridades y funcionarios gubernamentales, y por un discurso xenófobo de la migración “sin papeles”, en la que una mezcla de miedo, desconocimiento e indiferencia atraviesa a muchos sectores de la sociedad, en los que la comunidad migrante se desenvuelve. 
 
En 2022, el principal reto detectado es precisamente la dificultad para presentar canales de regularización en población haitiana que viene de un tercer país ya sea Brasil, Chile o Panamá que llega a México, donde las solicitudes de asilo y sus respuestas favorables son limitadas.  En México se recibieron de esta nacionalidad 15,780 solicitudes en 20222, de las cuales se tiene una tasa de reconocimiento del 22%, siento solo 501 casos reconocidos como refugiados. Esto deja a las personas en total estado de incertidumbre y con muy pocas oportunidades de regularización migratoria como lo analizaremos en preguntas subsecuentes.  
 
2. • Retos en materia de derechos humanos; Análisis sobre cómo la irregularidad aumenta la vulnerabilidad a las violaciones de los derechos humanos. 
La inmigración irregular se caracteriza por potencializar las condiciones de vulnerabilidad de las personas, ya que la exclusión de las personas extranjeras como ciudadanas en el ámbito social, laboral, educativo, sanitario y económico entre otros aspectos, abre la puerta para la indefensión. El contrato social funciona incluyendo y excluyendo a determinados sectores sociales de dicho pacto, entre estos las personas en situación migratoria irregular, lo que los deja fuera de ese intercambio o interacción que se da entre el gobierno y “el ciudadano”, ocasionando que a las personas migrantes en situación irregular se les niegue el reconocimiento de sus derechos por parte del estado, dejando a estas personas en un limbo, a suerte de la buena voluntad de instituciones, personas nativas y residentes en situación regular.3 En ese sentido, las redes sociales cumplen una función compensatoria de los efectos negativos que conlleva el estatus de irregularidad, que provoca la ausencia de redes formales […] redes que se encargan de proporcionar residencia a la persona recién llegada, promueven espacios de convivencia, encuentro e intercambio intraétnicos, aunque con diversidad de acentos según las procedencias; proporcionan información para conseguir el primer empleo y también cumplen una labor de información administrativa en todo lo relacionado con el estatus jurídico y los derechos sociales del inmigrante4 
La interdependencia del conjunto de derechos de los que debe gozar una persona, presupone que al verse vulnerado uno solo, se propicia la vulneración de otros tantos. Hay que subrayar que esta irregularidad en la se encuentran las y los migrantes, aumenta de manera significativa las diversas situaciones de vulnerabilidad y de violaciones de sus derechos humanos no solo visualizadas en la exclusión de las personas migrantes como “ciudadanas” en los diferentes ámbitos y a la imposibilidad de  identificarse bajo un esquema de regularización migratoria que no les tiene contemplados, sino al convertirles en blancos “fáciles” para que sean víctimas de otro tipo de delitos. En México, del 2016 al 2021, el principal delito del que la población migrante sin documentos fue víctima, consistió en el tráfico ilícito, seguido de robo y secuestro.5 
3. • Abordaje de situaciones de vulnerabilidad de las y los migrantes debida a la ausencia de estatus migratorio regular mediante la creación y el fortalecimiento de mecanismos de regularización. 
Cabe mencionar que la Ley de Migración en México plantea muy pocas oportunidades de regularización no solo para esta población, sino para las personas que no pueden optar por el derecho al asilo. Es por ello que las Organizaciones de la sociedad civil exhortamos a que el Estado Mexicano cumpla con los lineamientos que asumió del Pacto Internacional para una migración Ordenada, Segura y Regular garantizando el derecho de las personas a optar por una regularización migratoria. 
Esta propuesta también viene robustecida por el impacto socio-emocional que enfrentan las personas en situación de movilidad humana en México, desde la experiencia de Sin Fronteras, hemos detectado que una persona que no cuenta con documentación que acredite su regular estancia en México, genera lazos fuertes de estrés, impotencia y otras dificultades que afectan su calidad de vida y que impactan directamente en su salud física y mental.  
 
 4. Prácticas prometedoras nacionales y regionales en relación con la regularización de personas migrantes en situación irregular. 
Tener una estancia regular en México significa tener acceso a derechos y servicios públicos. Derechos como el derecho a la identidad, al empleo, a la salud, a la educación, a la justicia, entre los derechos más básicos. De igual forma, significa acceder a programas sociales y apoyos que el gobierno tanto local como federal disponen para quien tiene una regular estancia y cuenta con documentos de identidad oficiales y aceptados por las autoridades. Desde Sin Fronteras, abordamos estos derechos y varios programas sociales con la finalidad de acompañar un proceso de integración local en comunidades de acogida. Todo ello facilitado por una regularización migratoria, y también a falta de este proceso. 
A nivel local, y como programas especiales para fortalecer un enfoque basado en derechos humanos hacia el abordaje de la migración, se han establecido programas sociales6 que integran a la población en movilidad humana. En Ciudad de México, la Secretaría de Inclusión y Bienestar Social de la Ciudad de México (SIBISO) cuenta con un Padrón de Huéspedes, de conformidad con la Ley de Interculturalidad y Atención a Migrantes. Éste es un registro de todas personas en situación de movilidad humana que radican en la Ciudad de México y tiene como objetivo facilitar y garantizar el acceso a derechos de esta población. Por medio de su inscripción el gobierno expide una Constancia Huésped7, la cual acredita a las personas migrantes y sujetas de protección internacional como residentes de la Ciudad de México y funciona como un documento de identidad que facilita el acceso a servicios y programas sociales, los cuales facilitan la inclusión a la Ciudad. Otro ejemplo podemos mencionar a nivel federal, a los programas de apoyo a la educación superior a través del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología8 (Conacyt). También la Secretaría del Trabajo y Fomento al Empleo tiene implementados programas sociales cuyas reglas de operación incluyen a la población en movilidad humana. 
Por otra parte, y como mecanismo desde sociedad civil, están los esfuerzos y buenas prácticas para impulsar una integración local de las personas en movilidad humana una vez con regular estancia, pero también sin ella. Estos esfuerzos coordinados los hemos impulsado en los estados de Guanajuato, Nuevo León9 y en ciudades fronterizas como Tijuana en Baja California. 
Como ejemplo de estos mecanismos articulados, lo podemos ubicar en el Espacio de Igualdad e Inclusión para las personas migrantes, refugiadas, desplazadas y retornadas, coordinado por la Secretaría de Igualdad e Inclusión de Nuevo León con el apoyo de organismos internacionales y Organizaciones de Sociedad Civil. En este espacio las personas en situación de movilidad en el estado realizan actividades de integración, reciben asesorías y son canalizadas con las instancias correspondientes para acceder a derechos y servicios legales, de salud, educación y empleo; sin importar su condición migratoria en la mayoría de los casos, exceptuando empleo formal, y algunos beneficios en especie.  
 
4. • Recomendaciones sobre ampliación y diversificación de las vías de acceso a la migración regular para prevenir y abordar las situaciones de vulnerabilidad en la migración.   
 
Desde Sin Fronteras realizamos las siguientes propuestas: 
1. Identificar casos concretos y fortalecer la obligación de las autoridades mexicanas en sus tres niveles de gobiernos en la detección de necesidades de protección internacional. Esto permitirá, revisar la necesidad de evidenciar que las formas de regularización migratoria que señala la Ley de Migración en México no son suficientes y no cubren las necesidades de la movilidad humana que actualmente estamos recibiendo en México.  
2. Re-evaluar los criterios de regularización migratoria que se señalan en la Ley de Migración y su reglamento, ya que algunos usan términos no usuales dentro del esquema de control de convencionalidad y de constitucionalidad en México. 
3. Que las instancias migratorias trabajen en conjunto con organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales, instituciones públicas y personas en situación en movilidad por mecanismos adecuados en el marco de los derechos humanos, del derecho internacional humanitario y el derecho internacional para las personas refugiadas, que ayuden a garantizar que la población tenga documentos temporales que acrediten su regular estancia.  
4. Capacitación a instituciones y operadores jurídicos, así como tomadores de decisiones que el hecho de no contar con documentación migratoria no obstaculice el acceso a DESCA.  
5. La erradicación de las malas prácticas (tales como la falta de imparcialidad o la falta de acceso a la información) por parte del Instituto Nacional de Migración y sus autoridades, con el objetivo de cumplir exitosamente su cometido:  otorgar a todos los extranjeros las facilidades necesarias para llevar a cabo procedimientos migratorios legales, ordenados y seguros que permitan su ingreso y estancia en territorio nacional con estricto apego a proteger los derechos humanos. 
6. Cumplimiento del Pacto Mundial para una Migración Segura, Ordenada y Regular, que compromete a México a desarrollar y diversificar la cooperación internacional para contribuir a cambiar y mejorar la atención a la población migrante 
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